
L a contratación pública de obras de carrete-

ra en España se enfrenta a una paradoja

difícil de sostener: disponemos de un siste-

ma formal de revisión de precios, regulado, basado

en índices oficiales y fórmulas tipo, pero su capaci-

dad real para responder a episodios bruscos de vola-

tilidad en materias primas, energía y combustibles

resulta claramente insuficiente. Dicho de forma sen-

cilla: existe el mecanismo, pero no siempre llega a

tiempo; y cuando llega, demasiadas veces lo hace

con el retrovisor como principal instrumento de

navegación.

El sector de la pavimentación conoce bien esta re-

alidad. Las mezclas bituminosas dependen de compo-

nentes especialmente sensibles a la evolución de los

mercados energéticos: betunes, combustibles, electri-

cidad, transporte, áridos, productos químicos y mate-

riales auxiliares. En circunstancias ordinarias, la exis-

tencia de fórmulas de revisión de precios permite

repartir de forma razonable el riesgo económico de los

contratos. Pero cuando se producen tensiones extraor-

dinarias en los mercados internacionales, el sistema ac-

tual muestra costuras muy visibles.

La última publicación oficial localizada de índices

de precios de mano de obra y materiales, aprobada

mediante la Orden HAC/423/2026 y publicada en el

BOE el 4 de mayo de 2026, corresponde al segundo

trimestre de 2025. Es decir, en mayo de 2026 las em-

presas y las administraciones siguen trabajando con

una referencia oficial que arrastra casi un año de desfa-

se. En un contexto estable, ese retraso ya sería discuti-

ble. En un escenario de volatilidad severa, se convierte

en un problema de primera magnitud.

La situación reciente de los ligantes asfálticos ilustra

con claridad esta fragilidad. ASEFMA ha advertido de

incrementos muy intensos en el precio medio de los

asfaltos, con subidas del 8,2% en marzo y del 49,3%
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en abril de 2026, en un contexto de tensión energéti-

ca y geopolítica que afecta directamente a los flujos fí-

sicos de crudo, al transporte marítimo, a la actividad

de las refinerías europeas y, finalmente, al coste real

de fabricar y poner en obra mezclas bituminosas. No

estamos ante una oscilación menor ni ante una inco-

modidad presupuestaria: hablamos de una alteración

súbita de las condiciones de ejecución de contratos

esenciales para la conservación de la red viaria.

La cuestión de fondo no es si las empresas deben

asumir riesgos. Toda actividad empresarial los asume.

La cuestión es si resulta razonable que contratos pú-

blicos de obras o conservación, adjudicados bajo unas

hipótesis económicas determinadas, queden expues-

tos a variaciones extraordinarias de costes sin meca-

nismos suficientemente ágiles, homogéneos y seguros

para reconocer esa realidad. La carretera no puede de-

pender de una ruleta de materias primas.

Además, el sistema español presenta otra limita-

ción práctica relevante. En los contratos de obra, la re-

visión ordinaria exige, con carácter general, que haya

transcurrido un año desde la formalización del contra-

to y que se haya ejecutado al menos el 20% de su im-

porte. El primer 20% ejecutado y el importe ejecuta-

do durante el primer año quedan excluidos de revisión.

Este diseño puede tener lógica para evitar revisiones

automáticas injustificadas, pero en episodios de escala-

da rápida de costes deja fuera precisamente una parte

muy significativa del riesgo económico inicial. Y ese

riesgo inicial, en obras intensivas en betún, energía y

transporte, puede ser determinante.

El problema se agrava en determinadas actuacio-

nes de conservación viaria y emergencia, donde los

plazos son reducidos, la respuesta debe ser inmediata

y la capacidad de absorber incrementos repentinos de

costes es limitada. Si una carretera requiere una inter-

vención urgente por razones de seguridad vial, no pa-
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rece razonable que la viabilidad económica de la ac-

tuación dependa de interpretaciones administrativas

fragmentarias, respuestas tardías o soluciones impro-

visadas expediente a expediente. La seguridad vial ne-

cesita planificación técnica, pero también estabilidad

contractual.

Conviene insistir en una idea esencial: la revisión

de precios no es un privilegio del contratista ni una

concesión graciable de la Administración. Es un instru-

mento previsto por la legislación de contratación pú-

blica para preservar el equilibrio económico de contra-

tos expuestos a costes básicos relevantes. Bien

aplicada, no encarece artificialmente la obra; reduce

incertidumbre, mejora la concurrencia, evita ofertas

defensivas, protege la ejecución y contribuye a una

contratación pública más realista.

España no parte de cero. Existen fórmulas tipo es-

pecíficas para obras de carretera, incluidas la construc-

ción y rehabilitación de firmes con mezclas bitumino-

sas, así como para señalización, barreras, iluminación,

túneles y otras actuaciones viarias. También existen ín-

dices oficiales de materiales bituminosos, energía, ce-

mento, áridos, productos químicos, acero y otros com-

ponentes. El problema no está tanto en la arquitectura

formal del sistema como en su velocidad, su alcance

práctico y su capacidad de adaptación a situaciones

excepcionales.

La comparación europea demuestra, además, que

otros países han buscado fórmulas más dinámicas pa-

ra abordar incrementos intensos de costes. Algunos

sistemas incorporan modelos específicos de indexación

del betún, ajustes mensuales, cláusulas de escalación

de materiales o procedimientos extraordinarios para

contratos en curso cuando concurren circunstancias

imprevisibles. No se trata de copiar mecánicamente

modelos ajenos, pero sí de reconocer que la rigidez no

es una virtud cuando el mercado se mueve a veloci-

dad de tormenta.

El sector necesita que las administraciones públicas

incorporen en los pliegos mecanismos de revisión ade-

cuados desde el inicio, seleccionen la fórmula que re-

fleje realmente la naturaleza de la actuación y reco-

nozcan el peso efectivo de los componentes críticos.

Pero también necesita que, ante circunstancias ex-

traordinarias, existan respuestas ágiles, homogéneas y

jurídicamente seguras. La fragmentación administra-

tiva, la demora en la toma de decisiones y la incerti-

dumbre interpretativa son enemigas de la eficiencia.

La conservación de carreteras no es un gasto pres-

cindible ni una actividad aplazable sin consecuencias.

Mantener los firmes en buen estado mejora la seguri-

dad vial, reduce consumos, disminuye emisiones, pro-

tege el patrimonio público y evita intervenciones fu-

turas más costosas. Si los mecanismos contractuales

no acompañan la realidad económica de los trabajos,

el resultado será menos concurrencia, más incertidum-

bre, retrasos en la ejecución y deterioro progresivo de

la red.

Por todo ello, España debe avanzar hacia un siste-

ma de actualización de precios más ágil, transparente y

adaptado a la realidad de las obras de carretera. Un

sistema que mantenga el rigor técnico y el control pú-

blico, pero que no confunda prudencia con parálisis.

Un sistema que permita actuar antes de que el proble-

ma se convierta en daño.

La carretera es una infraestructura de largo plazo,

pero sus costes se mueven cada día. Pretender gestio-

narla con mecanismos que reaccionan un año tarde es

como conducir mirando solo por el espejo retrovisor:

se puede avanzar unos metros, pero no se puede

construir futuro.
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